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           Dignidad humana 

Procedencia:         Juzgado Primero Penal del Circuito Para   

                                 Adolescentes de Pereira
ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la apoderada de la accionada, contra el fallo mediante el cual el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de esta ciudad tuteló los derechos fundamentales invocados por el ciudadano Rubén Darío Machado Mosquera, en contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional ‘Acción Social’.

ANTECEDENTES

Expuso el accionante que es desplazado junto con su grupo familiar compuesto por seis personas, del área rural de Bagadó Chocó desde el año 2005 y que actualmente no tiene vivienda, paga arriendo, pero le suspendieron los servicios públicos, no tiene un trabajo, tampoco los integrantes de su familia y que al pedir ayuda a Acción Social mediante la solicitud de prórroga, le dieron un turno, pero que a la fecha no le han suministrado nada, e informa que la única ayuda la recibió hace más de un año, por lo que promueve la tutela para que la entidad mencionada le cumpla de acuerdo con su derecho vulnerado.
SENTENCIA DE PRIMER GRADO

Ante el silencio de la entidad accionada el fallador de primer nivel concedió el amparo deprecado, sobre la base de que quien sufre desplazamiento apareja vulneración de todos sus derechos fundamentales y para el caso concreto se ha vulnerado además el derecho de petición del actor a quien nada se le ha solucionado respecto de la ayuda humanitaria implorada. En consecuencia, ordenó a Acción Social que en el término de diez días emitiera respuesta de fondo frente a la petición del señor Machado Mosquera, además de hacerle otras prevenciones para el restablecimiento de los derechos fundamentales vulnerados al actor y su grupo familiar.
IMPUGNACIÓN
La apoderada judicial de la entidad demandada, interpuso recurso de apelación argumentando que para efectos de la acción es necesario tener en cuenta la situación del actor en el registro único de población desplazada, la entrega de ayudas humanitarias, la verificación de las condiciones de vulnerabilidad y el acceso a las demás entidades del sistema para la estabilización socio-económica.
Agregó que se debe preservar el principio de igualdad para con los demás desplazados y que no puede desconocerse el precedente judicial respecto de que la ayuda humanitaria no puede ser indefinida y que deben cumplirse unos requisitos mínimos fundamentales para accederse a ella.
Precisó que debe tenerse en cuenta el principio de anualidad presupuestal de la entidad, además de que el reconocimiento que se haga por tutela tiene naturaleza subsidiaria. Por último informa que el señor Machado Mosquera no ha formulado ante esa entidad petición de prórroga de la ayuda humanitaria.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

Le corresponde determinar a esta Corporación, si la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional ‘Acción Social’ ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por el ciudadano promotor de la acción, de tal suerte que proceda la ratificación de la decisión o si por el contrario, su proceder ha observado los parámetros constitucionales, en cuyo evento se dispondrá la abrogación de la determinación censurada.

SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Como se decía, la decisión en comento accedió a la protección del derecho fundamental de petición supuestamente vulnerado por Acción Social y en consecuencia el juzgador dispuso la entrega de una ayuda humanitaria de emergencia, además de la inclusión del actor y su grupo familiar en programas de estabilización socio económica.
En punto de análisis frente al recurso interpuesto, necesario resulta hacer referencia a los argumentos expuestos por la apoderada de la entidad accionada, que alude a la excepcionalidad en la prórroga de la ayuda humanitaria, lo cual ocurre cuando subsisten las condiciones de vulnerabilidad e igualmente asegura que en el caso concreto se han desconocido los lineamientos jurisprudenciales que fijan a unos mínimos requisitos para tal finalidad.
Puso de presente la censora que el accionante debe superar unos pasos previos tales como solicitar ante la entidad la prórroga de la ayuda humanitaria y gestionar su vinculación a los programas que ofrecen las entidades vinculadas con el sistema nacional, ya que acceder por vía de tutela a ello sin cumplirlos, constituye una subrogación de las competencias administrativas. Por último señaló que el actor se encuentra calificado para la asignación de un subsidio de vivienda y que el interesado debe gestionar su inclusión ante las entidades encargadas de los proyectos de estabilización socio económica, lo cual no corresponde a Acción Social.
Del escaso material que conforma este expediente, no encuentra la Sala que efectivamente el señor Rubén Darío Machado hubiese gestionado ante Acción Social la solicitud de prórroga en la ayuda humanitaria de emergencia que está reclamando por vía del artículo 86 de la Carta Política. Si bien se aprecia un escrito fechado el 17 de agosto pasado, este no ostenta una nota de presentación o de recibido en la entidad destinataria, lo cual cobra importancia en la medida en que la accionada expresó enfáticamente que este ciudadano no ha presentado ante ellos petición escrita, o mediante gestión personal ha intentado accionar directamente para la obtención de lo que reclama por vía tutelar.
No puede la Corporación tener como hecho cierto el escrito del folio 6, porque no ofrece la certeza de haber llegado a su destinatario, como que ni siquiera registra presentación personal ante autoridad competente y en cambio, la información proveniente de la entidad pública demandada de no haber recibido dicha misiva es razón suficiente para controvertir la afirmación del demandante, de suerte que en tales condiciones no procede el amparo de los derechos fundamentales que reclama, porque no se acreditó efectivamente el supuesto de hecho en que se fundamenta, es decir, que en efecto presentó el escrito ante la autoridad destinataria y que al mismo no se le dio respuesta oportuna y debidamente.

En este mismo orden la Colegiatura tampoco puede compartir la decisión de primer grado en cuanto se ordenó a Acción Social responder por la inclusión del actor en programas de estabilización socio económica, porque también corresponde al interesado accionar ante los organismos gubernamentales que integran el Sistema Nacional de Atención de la Población Desplazada, de suerte que esta falencia de su parte no puede ser cubierta por el juez constitucional.
De allí que con razón se duela la apoderada judicial de Acción Social al referir que con el fallo cuestionado se están sustituyendo las competencias administrativas a través de una orden judicial, convalidándose una posible extralimitación en el ejercicio de los derechos del actor, toda vez que en efecto no se acreditan unos mínimos presupuestos que demuestren la actividad que ha realizado el señor Machado Mosquera ante Acción Social y/o las demás entidades gubernamentales comprometidas con la población desplazada.
En estas singulares condiciones no se advierte la existencia de los supuestos de hecho que dieron origen al amparo de los derechos fundamentales en primera instancia, y si bien está inscrito en el registro único de la población desplazada, tal condición no impone por sí sola la obligación de declarar su perturbación por vía tutelar, porque las personas que se hallan en tales condiciones tienen unos deberes que cumplir así sean mínimos, como el de formular la respectiva petición, lo cual no se advera que haya hecho el tutelante.
Acorde con lo antes expuesto, esta Sala abrogará el fallo de primer grado que dispuso el amparo tutelar y en su lugar denegará por improcedente la protección de los derechos fundamentales invocados por el señor Machado Mosquera.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Quinta de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE
Primero: Revocar el fallo de origen fecha y contenido indicados, en cuanto fue materia de impugnación y en consecuencia declarar improcedente el amparo de los derechos fundamentales invocados por el ciudadano Rubén Darío Machado Mosqueratal como quedu calidad de vidaados a estas personas que sin la menor duda son sujetos de especial proteccirega inmediata de la.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO             JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado









        Magistrado
FERNAN CAMILO VALENCIA LÓPEZ         MARIA CLEMENCIA CORREA 

Magistrado
 


                           Secretaria
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